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La administración presidencial y el 
control de la burocracia1
The presidential administration and the control of 
bureaucracy
“La cuestión es siempre esta ¿quién domina el aparato burocrático existente?”
Max Weber, economía y sociedad
Resumen
este trabajo analiza la forma de control y de centralización de las políticas públicas que 
ejerce el Presidente sobre la administración, considerando que constituyen el poder 
ejecutivo en nuestro país, y que el centro de gravedad de los poderes del estado ha 
pasado desde el poder Legislativo al ejecutivo, y específicamente dentro de este, a la 
administración. se discute lo que se entiende por administración, Gobierno y buen 
gobierno, y en particular el caso chileno. además, se describe el sistema estadounidense 
y la discusión respecto a la denominada “administración presidencial”.
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Abstract
This work analyzes the control and centralization of public policies exercised by the 
President over the administration, considering that both constitute the executive 
power in our country, and that the gravity center of the state powers has moved from 
the Legislative power to the executive, and within it, specifically to the administra-
tion. it discusses what administration, Government and good government means, 
and in particular the Chilean case. Moreover, it describes the american system and 
the discussion over the so called “presidential administration”.
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1. Introducción
el propósito del presente trabajo es analizar la forma de control y de centralización de 
las políticas públicas que ejerce el Presidente sobre la administración, considerando 
que constituyen el poder ejecutivo en nuestro país, y que el centro de gravedad de los 
poderes del estado ha pasado desde el poder Legislativo al ejecutivo, y específicamente 
dentro de este, a la administración durante el siglo XX. Por lo tanto, pretende ser un 
limitado diagnóstico frente a la pregunta por quién y cómo son controlados los agentes 
reguladores. en este caso, la respuesta es anticipada: el Presidente cumple una función 
relevante en este sentido, pero necesita de una institucionalidad que sea coherente con 
los principios del buen gobierno. 
De acuerdo al clásico principio de separación de poderes o distribución de funciones, 
la administración -como parte del poder ejecutivo- sería controlada por el poder 
Legislativo, donde radicaría esencialmente la soberanía del pueblo y también por el 
principio de adjudicación ejercido por el poder Judicial. entonces, el principio de 
legalidad nos salvaría de quedar a merced de la discrecionalidad de la administración, 
ya que esta solo puede hacer lo que la ley (nosotros) le ordena ejecutar a través de 
decisiones dominadas por la técnica. 2 sin embargo, esa solución es solo parcialmente 
correcta, ya que si bien la actuación de la administración se enmarca de acuerdo al 
principio de legalidad, la separación estricta de los poderes es y ha sido criticada por 
no corresponder a un diseño institucional efectivo.3 Más bien, y siguiendo a Madison 
en El Federalista XLvii, lo que se busca es un sistema de frenos y contrapesos, que 
impida que una de las ramas de los poderes del estado pueda imponerse sin ser limitada 
por otra. además, en una sociedad altamente regulada, las decisiones administrativas 
han aumentado junto con el surgimiento de diferentes agencias con atribuciones 
normativas y adjudicatorias. La moderna administración ha pasado a ser considerada 
como “el gobierno en acción”.4 
en estados Unidos la administración ha adquirido gran poder, especialmente con el 
surgimiento de las agencias independientes. en este caso, el control y centralización 
de las decisiones administrativas radica en el Presidente. en base a esta experiencia 
2  en nuestro país se debe agregar como organismo principal de control de la administración a la Contraloría 
General de la República, órgano autónomo de rango constitucional que tiene como función el control de lega-
lidad (y constitucionalidad) de los actos de la administración, entre otras funciones. Para analizar las funciones 
y problemas de este organismo, ver: Ruiz-tagle, Pablo (2007) “Una Contraloría General de la República que 
sirva a todos los chilenos” en: Revista de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad de Chile, santiago, 
y Cordero, Luis (2010) “La jurisprudencia administrativa en perspectiva: entre el legislador positivo y el juez 
activista. Comentarios desde el dictamen de la píldora del día después”, en: anuario de Derecho Público, Facultad 
de Derecho Universidad Diego Portales.
3  a partir de la clásica obra de Montesquieu el espíritu de las Leyes, se discute la distribución del poder político 
en diferentes ramas, así como las críticas o interpretaciones acerca de la doctrina de la separación de poderes o 
distribución de funciones que hacen autores como Carré de Malberg R., toqueville a., Loewenstein K., entre 
otros. 
4  La administración sería “la parte más obvia del gobierno; es el gobierno en acción” (énfasis agregado) Woodrow, 
Wilson, “The study of administration” (1887) 2 Political science Quarterly 197-222, citado en: Loughlin (2010) 
p. 393.
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surge la llamada “administración presidencial”, que a través de un aparato burocrático 
propio y la emisión de normativa para legitimar la expansión de su poder, ha logrado 
dirigir la acción administrativa. Pero la solución a la vez se convierte en problema 
desde el punto de vista del constitucionalismo democrático, cuando la Presidencia se 
transforma en un poder sin efectivos contrapesos.
Por su parte, en Chile nos enfrentamos a una institución presidencial especialmente 
poderosa, en la cual el Presidente de la República es tanto el Jefe de estado, de Gobierno 
y de la administración. Francisco antonio Pinto decía al promulgar la Constitución 
de 1828 “cesaron para nosotros los tiempos en que la suerte nos condenaba a la ciega 
obediencia de una autoridad sin límites”,5 sin embargo, ahora nuestra Constitución 
nos condena a una autoridad no solo con numerosas y extensas facultades, sino que 
incapaz de ejercer sus funciones en plenitud y lograr una efectiva coordinación en el 
manejo del gobierno. Lo que podría ser una dificultad interna de coordinación, también 
resulta problemático desde el punto de vista de la integración de Chile a organizaciones 
internacionales como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo económico 
(OCDe). en efecto, dentro de las similitudes que presentan los países miembros de 
la OCDe, ya sea en regímenes parlamentarios o presidenciales, se encuentra la imple-
mentación de diseños institucionales que otorgan al jefe de Gobierno y a su entorno 
alta capacidad de análisis y mecanismos efectivos de coordinación horizontal y vertical 
con el resto de las instituciones del gobierno,6 de los cuales nuestra Presidencia en 
particular carece. incluso más, en las recomendaciones 2011 de la OCDe para Chile 
se encuentra la de “garantizar que los responsables de formular políticas en los ámbitos 
político y administrativo tengan los recursos, información y métodos para acometer 
de manera sistemática y coherente el establecimiento de la estrategia, planeación, 
ejecución y consolidación de los planes del gobierno”. 7
en este trabajo, intentamos abordar el tema del poder presidencial y de la institucio-
nalidad que lo rodea, y de cómo afecta el buen gobierno y la administración. Nos 
proponemos en primer lugar analizar la relación entre la administración y el buen 
gobierno, para luego confrontar los poderes presidenciales de acuerdo a la normativa 
constitucional con sus prácticas e institucionalidad. Por lo tanto, destacamos que 
no solo importa el estudio de la normativa constitucional y administrativa, sino que 
también resultan especialmente relevantes desde el punto de vista del derecho público 
las prácticas institucionales.8 Finalmente, revisamos el caso de estados Unidos porque 
se trata de un régimen presidencial que ha ejercido una importante influencia en la 
institucionalidad latinoamericana de los poderes ejecutivos;9 y porque tiene una historia 
de centralización presidencial y de control de la burocracia que se ha desarrollado a 
través de gobiernos republicanos y demócratas, remontándose al gobierno de Roose-
5  Cristi y Ruiz-tagle (2006) p. 11.
6  aninat (2009).
7  Ocde (2011).
8  ackerman, (2010).
9  sulbrandt (1994).
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velt. Más aún, el debate en torno al rol que el Presidente tiene o debe tener sobre el 
aparato administrativo es uno de los temas constitucionales más antiguos que se han 
discutido en el derecho constitucional estadounidense.10 
2. La Administración y los desafíos del buen gobierno
 el estado moderno se identifica con los procesos de centralización del poder polí-
tico y el surgimiento de la burocracia.11 esta última se caracteriza por el conocimiento 
especializado y técnico. La centralización del gobierno junto a la profesionalización 
de la actividad administrativa, confiere a las decisiones de la autoridad política no 
solo legitimidad democrática en cuanto a una decisión que proviene de la voluntad 
de todos, sino también una legitimidad basada en la racionalidad de la misma. 
a su vez, el gobierno, en el sentido de dirigir y coordinar las acciones individuales y 
colectivas, constituye una característica principal de la vida de una comunidad polí-
tica.12 Pero la actividad de gobierno adquiere una especificidad particular tratándose 
de la función propia del estado, ya que trata sobre asuntos de interés público. Y, en 
el caso de gobiernos democráticos, importa especialmente qué tipo de relación se da 
entre la función gubernativa o política con la función administrativa o ejecutora y 
específicamente entre la presidencia y los órganos administrativos. 
Porque si el Gobierno y la administración constituyen el poder ejecutivo, la admi-
nistración Pública es considerada como aquel conjunto de organismos que -desde el 
punto de vista teleológico- llevan a cabo la actividad del estado para atender y satisfacer 
necesidades públicas y dar cumplimiento a fines públicos,13 como brazo armado del 
Gobierno, pero igualmente dependiente del poder legislativo a través del principio 
de legalidad.
Pero la separación conceptual entre el Gobierno (político) y administración (técnica) 
se tiende a diluir frente al surgimiento del estado regulador. La demanda por mayores 
prestaciones estatales en un periodo, y ahora, la demanda por una mayor intervención 
en los mercados a través de regulaciones, han exigido una acción más eficiente y rápida 
de la administración, dejando de lado la imagen de la antigua burocracia, compleja, 
opaca y obstructiva, para dar paso a procedimientos que generen decisiones oportunas 
y de calidad técnica, pero que tienen un contenido político. 
el buen gobierno se traduce en forma de gobernar de manera eficiente y efectiva, que 
promovería una cierta necesidad de centralización en el proceso de formación de las 
políticas públicas. sin embargo, también se basa en valores como los de transparencia, 
participación, rendición de cuentas, justicia, imparcialidad, probidad y racionalidad 
10  strauss (2007) p. 697.
11  Weber (1964), p.178.
12  Loughlin (2003) p. 5.
13  Correa y Ruiz-tagle (2010) p. 263.
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como principios rectores del derecho constitucional y administrativo para regular 
la institución presidencial.14 La mejora o calidad regulatoria15 representa uno de los 
instrumentos principales del buen gobierno y un desafío para el diseño institucional. 
La mejora regulatoria es el proceso sistemático y permanente de revisión del marco 
normativo basado en la transparencia, la consulta pública y el análisis cuidadoso de 
alternativas que permite llegar a decisiones óptimas de política pública.16 Por ello, la 
participación es bienvenida y se requiere de la intervención de los stakeholders y enti-
dades afectadas e interesadas. Por lo tanto, el procedimiento administrativo por el cual 
se construye una política pública es central para incorporar estos principios y debe 
contemplar etapas de consulta y comentarios donde la ciudadanía tenga la oportunidad 
y capacidad para participar. 17 La legitimidad que adquieren las decisiones públicas 
debidamente consultadas, las transforma también en eficientes, al ser internalizadas 
por los directamente afectados. 
Y como el objetivo es que las decisiones se tomen de forma racional y razonadamente, 
de acuerdo con una coordinación política, estratégica y presupuestaria, se deben con-
trolar y evaluar las políticas, tanto antes que se lleven a cabo, para determinar si vale la 
pena regular (control ex ante) como después de su puesta en marcha (control ex post).
siMPLiFiCaCióN 
aDMiNistRativa





GestióN De La aDMiNistRaCióN
- sistema interno de control
- evaluación de impacto Regulatorio. 




siendo lo principal del buen gobierno lograr que los planes, programas, normativas y 
decisiones se lleven a cabo por la burocracia, se requieren altos niveles de control sobre 
los ministerios, agencias y servicios públicos, de coordinación entre los diferentes niveles 
14  Harlow y Rawlings (2009) p. 46.
15  entendemos a la regulación como “el conjunto de instrumentos jurídicos que emplea un gobierno para estable-
cer obligaciones y procesos con los que tienen que cumplir los particulares, las empresas y el gobierno mismo. 
Dichos instrumentos son generalmente actos legislativos o administrativos de carácter general, tales como leyes, 
reglamentos, decretos, acuerdos, normas, circulares y formatos, así como lineamientos, criterios, metodologías, 
instructivos, directivas, reglas, manuales, entre otros” Comisión Federal de Mejora Regulatoria (COFeMeR) 
Programa de Mejora Regulatoria, México 2001-2006.
16  COFeMeR (2006).
17  en este punto por ejemplo, a través de la dictación de la ley de la Ley N° 19.880 que establece bases de los 
procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del estado y la Ley N° 
20.285 sobre acceso a la información pública. 
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y de evaluación, con el fin de reducir la discrecionalidad en la toma de decisiones. a 
su vez, se busca terminar con la opacidad en el procedimiento de toma de decisiones 
gubernamentales, y lograr una mayor centralización de la información que permita el 
establecimiento de políticas públicas coherentes y unificadas.
Porque hoy -luego de una etapa dominada por un estado neoliberal que impulsaba la 
desregulación y que comienza con el proceso de centralización en la toma de decisio-
nes- se dice que asistimos a un emergente “New, New Deal” 18 que se ha reconciliado 
con las fallas de la regulación, pero reconoce la necesidad de un diseño institucional 
que permita controlar a los reguladores, y donde se siga el principio fundamental de 
unidad del estado, que sea capaz de combinar las diversas funciones de modo que 
converjan hacia resultados comunes.19 Lo anterior necesariamente implica un alto grado 
de comunicación entre los poderes públicos y de coordinación entre lo que Loewenstein 
llamó la decisión regulatoria conformadora o fundamental (policy determination), la 
ejecución de la decisión (policy execution) y el control de la regulación (policy control).20 
sin embargo, precisamente la necesidad de centralización de la información para lograr 
mejoras regulatorias puede implicar una justificación (más) para construir lo que se ha 
llamado una presidencia decisionista21 que tiene la capacidad y el poder para realizar 
cambios radicales en periodos cortos de tiempo. Porque este giro hacia un gobierno 
fuerte o hacia una “administración presidencial”, como indica elena Kagan al describir 
el proceso estadounidense,22 constituye el (re)surgimiento de nuevos -pero no necesa-
riamente mejores- métodos de control del estado regulador basados en la legitimidad 
de la figura del Presidente para controlar y dirigir la administración. 
3. Poder Ejecutivo en Chile: Presidente, Gobierno y 
Administración
el poder ejecutivo en Chile se regula constitucionalmente en el capítulo iv denomi-
nado Gobierno,23 ya que implica mucho más que la sola ejecución de las leyes, aunque 
se ha entendido que el sentido que le dieron los redactores de la Constitución fue 
orgánico antes que funcional.24 este capítulo comprende al Presidente de la República, 
a los Ministros de estado y a la administración, y siendo nuestro sistema de gobierno 
presidencialista,25 la figura central del aparato ejecutivo radica en el Presidente. 
18  Harlow y Rawlings (2009) p. 45.
19  Carré de Malberg (1948) p. 764.
20  Loewenstein (1983) p. 62.
21  ackerman (2010) p. 91.
22  Kagan (2001) p. 2383.
23  en la Constitución de 1925 el poder ejecutivo se regulaba en el capítulo v, que se ubicaba luego del capítulo 
dedicado al Congreso. además, se titulaba “Presidente de la República” quien era el Jefe supremo de la Nación, 
y también le correspondía el gobierno y la administración, lo que refleja la larga tradición constitucional presi-
dencialista. 
24  silva Bascuñán y silva Gallinato (1997) pp. 79-84.
25  sartori (1996) p. 8.
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en el Presidente de la República recae la jefatura del estado, del Gobierno y de la 
administración. Como jefe de estado, constituye el órgano máximo del ordenamiento 
jurídico,26 y le corresponde de forma preferente la dirección sobre el diseño y la ejecución 
de las políticas públicas en base al interés general, ya que si bien es el jefe del Gobierno 
y de la administración, ejerce tal función “con la colaboración de los órganos que 
establezcan la Constitución y las leyes”.27 Para llevar a cabo tan extensa función, se 
lo ha dotado de numerosas atribuciones legislativas, políticas y administrativas, pero 
también tiene importantes facultades económicas, judiciales y militares.28 
en materia de diseño de políticas públicas cabe destacar el rol central que cumple en 
el proceso de formación de la ley, ya que es titular de amplias facultades legislativas 
que lo llevan a ser considerado el gran colegislador. Dentro de las atribuciones más 
importantes, se destaca la iniciativa exclusiva de ley en ciertas materias, de acuerdo a 
los artículos 63 N° 14 y 65 de la Constitución. esta atribución, que consiste en que 
solo se podrá legislar sobre determinadas materias cuando el Presidente presente un 
proyecto de ley a través de un Mensaje, constituye un efectivo control sobre aquellas 
materias que tienen un impacto económico en la vida nacional, y sería producto 
de la posición constitucional que tiene el Presidente respecto del gobierno y de la 
administración.29 Por ejemplo, la iniciativa exclusiva se extiende en materias como 
la determinación de la división política y administrativa del país, la administración 
financiera y presupuestaria, recaudación tributaria, contratación de empréstitos, así 
como la central función de “crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean 
fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del estado; suprimirlos y determinar 
sus funciones o atribuciones”.30
 adicionalmente el Presidente de la República participa activamente en el proceso de 
formación de la ley sancionando y promulgando las leyes. Puede citar a cualquiera de 
las ramas del Congreso a sesiones especiales, dictar decretos con fuerza de ley (previa 
delegación), además de contar con una potestad reglamentaria reforzada autónoma y 
de ejecución. Más aún, cuenta con poder de veto así como puede calificar la urgencia 
de los proyectos de ley, de acuerdo con los artículos 73 y 74 de la Constitución. 
Pero, además de las facultades legislativas con las que cuenta el Presidente para in-
fluir en el proceso de formación jurídica de las políticas públicas, su poder sobre la 
administración también se refleja en su alta capacidad de nombramiento de los fun-
cionarios públicos, de acuerdo con el artículo 7° de la Ley N° 18.834 sobre estatuto 
administrativo, que incluye los cargos de planta de la Presidencia de a República, los 
Ministros de estado, subsecretarios, seremis, jefes de divisiones en los ministerios, 
intendentes, Gobernadores, jefes de servicio, además de los crecientemente poderosos 
superintendentes. a lo anterior debemos agregar que también participa en el nombra-
26  silva Bascuñán (2000) p. 84.
27  artículo 1° de la Ley N° 18.575. 
28  Cristi y Ruiz-tagle (2006).
29  Fermandois y García (2009) p. 297.
30  artículo 65 inciso 4° N°2 de la Constitución Política de la República. 
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miento de quienes dirigen algunos órganos constitucionales autónomos como en el 
caso del Banco Central, Ministerio Público, Contraloría y tribunal Constitucional, 
o en el caso de agencias descentralizadas como el Consejo para la transparencia y el 
Consejo Nacional de televisión. 
Por lo tanto, aun haciendo la distinción entre la administración Pública -que se vin-
cula a los órganos que dependen directamente del ejecutivo y, particularmente, del 
Presidente- y la administración del estado -que incluye además a los órganos cons-
titucionales autónomos y descentralizados-31, el Presidente cuenta siempre y respecto 
de toda la administración con al menos algunas herramientas indirectas de influencia. 
si bien en el 2003 se dictó la Ley N° 19.882 que establece el sistema de alta Dirección 
Pública, para proveer de cargos que sean de exclusiva confianza, o como los deno-
mina la ley “altos directivos públicos”, lo cual podría llevar a pensar que el poder del 
Presidente sobre la administración se vio disminuido, pensamos que no ha tenido un 
efecto importante en la facultad de nombramiento del Presidente, ya que la misma 
ley excluye determinados servicios públicos de su aplicación, y porque igualmente 
el Presidente mantiene su facultad de elección entre la nómina de candidatos o para 
declarar un concurso desierto. así también, se le otorga la facultad para su remoción, 
ya que los funcionarios calificados como altos directivos públicos siguen siendo de su 
exclusiva confianza.
en definitiva, el Presidente cuenta con poderosas atribuciones para controlar el proceso 
de creación de las políticas públicas dentro de la administración. De la normativa 
citada, podemos afirmar que ejerce una importante capacidad de control sobre la 
agenda política y sobre la administración Pública, pero para poder comprender la 
efectividad de sus atribuciones también es necesario analizar las prácticas institucionales 
de control, evaluación y coordinación.
4. Centro de Gobierno: control, evaluación y coordinación
teniendo en cuenta las atribuciones que el régimen político chileno le otorga al 
Presidente de la República, surge la pregunta de cómo puede un verdadero ejecutivo 
unitario manejar tal concentración de funciones. La concentración de facultades en el 
ejecutivo y específicamente en la Presidencia, puede resultar un diseño peligroso y/o 
ineficiente si no se cuenta con la adecuada institucionalidad que permita coordinar, 
dirigir y armonizar las acciones políticas. Y para llegar a tal objetivo es imprescindible 
la coordinación del Centro de Gobierno.
el llamado Centro de Gobierno (CG) coordina, armoniza, dirige y encauza la acción 
política hacia el buen gobierno y ordena la gestión administrativa. entre las funciones 
del CG se encuentra la de otorgar la capacidad necesaria para controlar el cumpli-
31  todos aquellos incluidos en el artículo 1° de la Ley N° 18.575.
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miento del programa de gobierno, proveer de conocimiento y análisis a los tomadores 
de decisiones, realizar la supervisión del desempeño y efectuar la coordinación entre 
prioridades políticas y presupuestarias y entre áreas de políticas.32 esta necesidad de 
coordinación frente a la amplitud de atribuciones presidenciales, puede haber sido 
uno de los fundamentos para incluir en la Constitución la facultad de “encomendar a 
uno o más Ministros la coordinación de la labor que corresponde a los secretarios de 
estado y las relaciones del Gobierno con el Congreso Nacional”.33 
De acuerdo al ex Ministro de la secretaría General de la Presidencia, José antonio 
viera-Gallo, existirían dos centros de poder en el estado chileno: la Dirección de Pre-
supuesto (DiPRes) y la “Moneda”, si bien sostiene que es difícil hablar de un Centro 
de Gobierno, ya que este “cobraría un poder más allá de toda lógica”.34 sin embargo, 
distingue un centro político, que lo constituiría el Ministerio secretaría General de la 
Presidencia (seGPRes), el Ministerio del interior y el Ministerio secretaría General 
de Gobierno (seGeGOB). 
el CG puede estar radicado en diversos órganos, siempre que tengan funciones 
claras y sus objetivos no se superpongan. en Chile, podemos advertir que existe una 
superposición de funciones en las tareas de monitoreo y evaluación de las políticas 
públicas, que están organizadas principalmente en torno a dos sistemas. Uno de ellos 
es conocido como el “sistema de Control de Gestión” (sCG) y el segundo es el lla-
mado “sistema de seguimiento de la Programación Gubernamental” (ssPG),35 pero 
que tienen sus orígenes en las “Metas Ministeriales” 36 radicado en la seGPRes.37 
Posteriormente, en el 2000 se sustituye el programa de Metas Ministeriales por un 
sistema en línea ssPG, ya que este sistema de control habría sido débil, porque solo 
se limitaba al control de los Ministerios, no siendo extensivo a las demás reparticiones 
públicas, y tampoco era obligatorio. el ssPG permitía que a partir del programa de 
gobierno cada Ministro identificara prioridades estratégicas para su cartera, las cuales 
eran convenidas con el Ministro de la seGPRes. su fin primordial era el de otorgar 
información a la Presidencia y al Gabinete.38 
a su vez, ya en el gobierno de eduardo Frei Ruiz-tagle, el Ministerio de Hacienda y 
en especial la DiPRes comienzan a tomar un rol de liderazgo tanto en los estudios 
de modernización del estado, como en el proceso de evaluación y seguimiento de las 
políticas públicas. a partir de 1993 la DiPRes inició un plan piloto en varios servicios 
32  aninat y Rivera (2009) p. 85.
33  artículo 33 inciso 3°, Constitución Política de la República.
34  viera Gallo (2010).
35  Zaltsman (2006).
36  Regulado en Decreto supremo N°7 de 1991.
37  a través de este instrumento de gestión se explicitaban las metas anuales de los diferentes ministerios, reparticiones 
y servicios públicos, además de orientar estratégicamente la labor de los ministerios de acuerdo a las prioridades 
del Gobierno, así como también efectuar un seguimiento y evaluación del grado de avance y cumplimiento de 
las mismas, detectando a tiempo los requerimientos y posibles dificultades de orden legal, presupuestario, de 
gestión o coordinación, Muñoz, Mauricio (2005) p. 5.
38  ibíd., p. 7.
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públicos donde aplicó instrumentos de planificación estratégica y de indicadores de 
desempeño, y que se consolida en 1997, 2001 y 2002 con la evaluación de Programas 
Gubernamentales, evaluación de impacto y evaluación Comprehensiva del Gasto, 
respectivamente, que se vinculan a incentivos individuales, colectivos e institucionales 
de cumplimiento.39 el sCG está asociado al ciclo presupuestario y sus cuatro etapas 
básicas de Formulación, aprobación, ejecución y evaluación.
asimismo, en el marco de los programas transversales de modernización del estado 
durante el gobierno de Ricardo Lagos, el Ministerio de Hacienda tomó un rol más activo 
en el proceso de modernización del estado, mientras que la seGPRes -institución 
que tenía a cargo el programa- asume un rol activo en temas de gobierno electrónico.40
Por lo tanto, y en un análisis general de las funciones de control, monitoreo y evaluación 
de las políticas públicas, podemos inferir que Chile cuenta con un Centro de Gobierno 
donde las funciones de control, evaluación y coordinación están desperdigadas y su-
perpuestas en varios organismos, entre los que identificamos: Ministerio de Hacienda 
(DiPRes), seGPRes, seGeGOB y la Presidencia y sus asesores (segundo piso).41
en nuestra opinión, el ministerio que más se acerca a las funciones que cumple un 
CG es la seGPRes. este ministerio fue diseñado precisamente para cumplir un rol 
de coordinación general, siguiendo la función que cumplió el estado Mayor Militar42 
en tiempos de la dictadura, y es considerado como una de las principales innovaciones 
institucionales de la época (1990-1994). 
La Ley N°18.993 de 1990 establece en su artículo primero la misión institucional 
de la seGPRes: “…encargada de realizar funciones de coordinación y de asesorar 
directamente al Presidente de la República, al Ministro del interior y a cada uno de 
los Ministros, sin alterar sus atribuciones proveyéndoles, entre otros medios, de las 
informaciones y análisis político-técnicos necesarios para la adopción de las decisiones 
que procedan”. De esta forma, se considera la institución coordinadora del gobierno y 
responsable de velar por el cumplimiento programático.43 este ministerio quedó en sus 
inicios en manos de quien ha sido llamado el artífice de la transición, edgardo Boenin-
ger, manteniéndose este último en tal cargo durante todo el periodo del presidente 
aylwin. Más allá de las críticas que se puedan hacer a su gestión, la seGPRes cumplió 
un rol central en el período del retorno a la democracia, logrando articular acuerdos 
con la oposición (radicada en el Congreso) en una época de alta conflictividad y de 
desconfianzas recíprocas entre los actores del sistema político. Más aún, de acuerdo con 
Muñoz, Boeninger basaba la gobernabilidad en la eficacia, concepción de la cual emana 
39  Berner (2008).
40  Marcel (2006).
41  también se podría agregar el Ministerio del interior, especialmente en materias de seguridad pública, y el Mi-
nisterio de Desarrollo social, en la evaluación de los planes y políticas sociales.
42  el estado Mayor Militar o de Defensa cumple funciones de asesoría a las demás ramas de las Fuerzas armadas, 
Ministerio de Defensa, de planificación estratégica y de coordinación. en: www.emdn.cl 
43  Muñoz (2005) p. 4.
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la idea de tecnificar el seguimiento y el control de las políticas públicas, y que explica 
también el rol de liderazgo que en estas materias asumió en tal periodo la seGPRes. 
La seGPRes tiene como funciones principales la de asesorar y coordinar44 tanto hacia 
el interior del gobierno, con tareas de coordinación interministerial, como también 
hacia el exterior, controlando la agenda legislativa y buscando lograr acuerdos con el 
Congreso. 
en efecto, son estas funciones las que realiza a través de cuatro poderosas herramientas 
de control sobre el proceso de elaboración de las políticas públicas:
a) Revisión jurídica de las regulaciones propuestas
b) Manejo de la agenda legislativa en el Congreso a través de las “urgencias”
c) seguimiento de las promesas programáticas
d) solución de conflictos entre ministerios 
específicamente una de sus divisiones, la de Coordinación interministerial, tenía como 
función la de “actuar como instancia de coordinación y de evaluación programática 
de la gestión del ejecutivo”, lo cual fue modificado por el de seguimiento programá-
tico. se dice que dicho cambio habría sido producto del recelo de la oposición de la 
época, para aprobar la creación de lo que sería un “superministerio”, además de que 
se consideraba que la función de evaluar correspondía siempre -al final- al Presidente 
de la República.45 
es decir, el diseño de la institucionalidad de la seGPRes estuvo tensionado por la 
necesidad de centralización de la información y de coordinación, no solo con el Con-
greso, sino dentro del mismo gabinete de ministros, sin perjuicio de el tribunal Cons-
titucional expresó que no se debe confundir con la facultad del artículo 33 inciso 3° de 
la Constitución, en cuanto a encomendar a un Ministro las labores de coordinación.46 
ahora bien, a pesar de la misión institucional que debería recaer en la seGPRes, 
el papel de coordinación y monitoreo de las políticas públicas se ha visto devaluado 
por el surgimiento y la superposición de instituciones a cargo de tales funciones. Por 
44  artículo 2° Ley N° 18.993:
 a) Prestar asesoría al Presidente de la República, al Ministro del interior y a cada uno de los Ministros, en 
materias políticas, jurídicas y administrativas, como asimismo, asesorar al Presidente de la República y al 
Ministro del interior y demás Ministros, cuando así lo requieran, en lo que se refiera a las relaciones del 
Gobierno con el Congreso Nacional; como también con los Partidos Políticos y otras organizaciones sociales 
e instituciones de la vida nacional, en coordinación con el Ministerio secretaría General de Gobierno;
  b) Propender al logro de una efectiva coordinación programática general de la gestión de Gobierno;
  c) actuar, “Por orden del Presidente de la República”, mancomunadamente con otros Ministerios, y a través 
de ellos, con los servicios y Organismos de la administración del estado;
 d) efectuar estudios y análisis de corto y de mediano plazo relevantes para las decisiones políticas y someterlos 
a la consideración del Presidente de la República y del Ministerio del interior, y
 e) informar al Ministro del interior respecto de la necesidad de introducir innovaciones a la organización 
y procedimientos de la administración del estado. 
45  Muñoz (2005) p. 4.
46  silva Bascuñan (2000) p. 111.
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ejemplo, aun cuando el 2009 la seGPRes desarrolló una labor de coordinación para 
la preparación de la cuenta presidencial entregada al país a través del Mensaje del 
Presidente de la República del 21 de mayo, y el monitoreo de tales compromisos, a 
través del sistema de Programación Gubernamental, esta función también está siendo 
devaluada frente al poder que adquiere el denominado Segundo Piso. 
el segundo Piso se ha transformado en una institución más dentro del gabinete 
presidencial. sus orígenes se remontan al presidente Lagos, donde tenía por función 
controlar las comunicaciones y promover una imagen positiva del Presidente frente a 
la opinión pública.47 Pero lo que comenzó siendo un apoyo a la imagen del Presidente 
-que ya devela el giro de la política hacia la publicidad, las encuestas y formación de 
opinión pública- devino en un verdadero superministerio en las sombras. son reve-
ladoras las declaraciones que a este respecto efectúa María Luisa Brahm, la Jefa del 
segundo Piso, al diario el Mercurio el 1° de agosto de 2010. en dicha entrevista, el 
segundo Piso es definido como un superministerio, contando, entre otras tareas, con las 
de seguimiento y coordinación de las políticas públicas, coordinación y estructuración 
de reuniones del Presidente y ministros,48 coordinación comunicacional y preparación 
de la cuenta pública del Mensaje Presidencial del 21 de mayo.
La novedad de este gobierno es la creación de un a Delivery Unit. en base a la deter-
minación de los siete ejes prioritarios49 se creó este organismo radicado en la seGPRes 
(en la división interministerial), teniendo como finalidad que se alcancen las metas 
establecidas en el programa de gobierno, a través de un método sistemático de rutinas 
de trabajo y uso de datos objetivos, implementándose como un grupo especializado 
en técnicas de gestión para mejorar los resultados de las políticas públicas.50 Como se 
trata de una función de seguimiento de gestión de los programas y políticas, será de 
especial importancia la coordinación que en este sentido tenga la seGPRes con las 
funciones de control que ya efectúa la DiPRes, para ver si es posible que esta unidad 
sea eficiente y no signifique solo una carga más de información para la administración. 
entonces, si bien por sus extensas atribuciones el Presidente necesita centralizar la infor-
mación, llevar un control sobre las políticas públicas y sobre su programa de gobierno, 
así como evaluar las decisiones administrativas, existe una sobrecarga y confusión entre 
diversos organismos, lo que no hace sino oscurecer el proceso de decisiones dentro del 
ejecutivo, diluir responsabilidades y generar más cargas administrativas de información 
sobre los servicios públicos y ministerios, en desmedro del buen gobierno y de la tan 
valorada eficiencia en la gestión administrativa.
47  Ruiz-tagle, Pablo (2004). 
48  “en las reuniones en las que hay ministros yo siempre estoy presente. De hecho, a mí el Presidente me empoderó 
mucho antes de asumir, en la primera reunión general con los ministros. entonces dijo: “Les presento a María 
Luisa Brahm. ella pudo ser ministra como cualquiera de ustedes, pero ha aceptado ayudar desde el segundo 
piso. ella será mis oídos y mis ojos...”
49  Crecimiento, empleo, calidad de la educación, calidad de la salud, disminución de la pobreza, seguridad pública 
y calidad de la democracia. 
50 seebach (2010).
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5. Calidad regulatoria, centro de gobierno y el caso de Estados 
Unidos 
en estados Unidos la institucionalidad presidencial ha sido y sigue siendo objeto de 
un intenso debate a nivel académico. si bien el ejecutivo unitario podría calificarse 
como una de las características del presidencialismo estadounidense, la extensión de 
sus facultades no es una materia pacífica, especialmente hoy a propósito del control 
que se ha ejercido sobre las políticas públicas que emanan de las agencias adminis-
trativas independientes, a través de mecanismos de evaluación de las regulaciones y de 
centralización de la información.
elena Kagan (actual jueza de la Corte suprema), en un influyente trabajo del 2001 
sostiene que “vivimos en una era de administración presidencial”.51 Hace un análisis de 
los diferentes órganos que controlan el proceso regulatorio: Congreso, grupos de interés, 
tribunales, y concluye que es el Presidente quien ha adquirido una mayor capacidad 
para controlar, dar seguimiento, supervisar e incluso dirigir la acción administrativa, 
en relación con los demás.52 sin embargo, no deja de advertir que la administración 
presidencial trae también un nuevo peligro: la discrecionalidad -que puede llegar a la 
ilegalidad- en la toma de decisiones.
en estados Unidos las estrategias de control sobre la burocracia se remontan al Presi-
dente Roosevelt. en 1937 el Brownlow Committee53 explicó la solicitud de reformas a la 
administración ante el Congreso en solo una frase: “el Presidente necesita ayuda”. esto 
se debió a que poco antes, el Congreso había autorizado al Presidente para controlar y 
coordinar los presupuestos de las agencias, pero este se encontró sin suficiente personal 
para llevar a cabo tal tarea.54 Por lo tanto, las reformas propuestas por el Brownlow 
Committee crearon la Oficina ejecutiva del Presidente o “OeP” (executive Office of 
the President), incluyendo en ella a la Oficina de Presupuesto y al staff del Presidente. 
Por su parte, el presidente Nixon reforzó la OeP, creando la “contra-burocracia”, 
aumentando el personal, y una expansiva agencia de administración y presupuesto 
o “OMB” (Office of Management and Budget). su programa de revisión de futuras 
regulaciones basado en la “Calidad de vida” fue un precedente importante para el 
nuevo rol de la OeP en la toma de decisiones de las agencias, aun cuando la OMB no 
jugara un papel muy relevante. Luego, los presidentes Ford y Carter mantuvieron el 
camino de la revisión -en especial sobre los costos- de la regulación,55 pero como no 
era vinculante la revisión, esta forma de control no tuvo el efecto deseado.
el gran cambio y la centralización de la revisión de las regulaciones vienen de la mano 
del presidente Reagan. a través de la Orden ejecutiva N°12.291 emitida durante el 
51  Kagan (2001) p. 2383.
52  Kagan (2001) p. 2317.
53  Grupo de estudios formado por Roosevelt. ibíd., p. 2274.
54  ibid., p. 2274. 
55  ibid., p. 2276.
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primer mes de su gobierno, se estableció que las agencias no independientes debían 
entregar a la Oficina de información y asuntos Regulatorios (Office of information 
and Regulatory affairs, OiRa) -dependiente de la OMB- todo proyecto de regulación 
mayor, junto con un análisis de impacto regulatorio, incluyendo una comparación 
de costo-beneficio.56 además, establecía criterios que debían gobernar las decisiones 
de las agencias sobre las regulaciones, en base al análisis de costo-beneficio, lo cual le 
daba a la OMB una herramienta sustantiva de control, ya que tenía la autoridad para 
impedir la publicación de una regulación propuesta o final, incluso de forma indefinida, 
hasta que se completara el proceso de revisión. a su vez, la Orden ejecutiva N°12.498 
estableció un proceso de planificación regulatoria, donde cada agencia debía entregar 
a la OMB un plan regulatorio anual, enumerando las acciones propuestas para el año 
siguiente, lo cual le daba otra oportunidad a la OMB de influir en la toma de decisión 
de las regulaciones con anticipación. 57 
Con la llegada del presidente Clinton se esperaba que el nuevo gobierno demócrata 
terminara con las políticas contenidas en las órdenes ejecutivas 12.291 y 12.494, 
respectivamente. Paradójicamente, el control presidencial de la administración se 
expandió aún más, a través de la Orden ejecutiva N°12.866, dictada en septiembre 
de 1993, donde se incorporó a las agencias independientes al control regulatorio. esta 
reglamentación, si bien flexibilizó el análisis costo-beneficio al autorizar incluir consi-
deraciones de equidad, impacto distributivo y medidas de calidad, también reglamentó 
más estrictamente el contacto de las agencias con terceros en el proceso de formulación 
de las regulaciones e hizo explícito que el control presidencial sobre las agencias tenía 
como propósito que la regulación de las mismas fuese consistente con las prioridades 
del Presidente. solo el administrador de OiRa podía contactarse oralmente con 
personas ajenas a la rama ejecutiva, teniendo la agencia el derecho de también estar 
presente.58 Pero lo que realmente constituyó la expansión del control presidencial es 
el sometimiento de las agencias independientes al proceso de planificación regulatoria 
a cargo de la OMB y bajo supervisión del vicepresidente.59 
Posteriormente, el 2006 el presidente Bush emitió la Orden ejecutiva N°13.422 
por la cual estableció el nombramiento de un delegado presidencial en cada agencia, 
con la facultad de desechar toda regulación que no fuese consistente con la política 
presidencial.60 si bien el presidente Obama posteriormente revocó tal medida, sí ha 
continuado actuando bajo la misma forma de sus antecesores, en cuanto a mantener 
el control y la dirección de las regulaciones.61 
en definitiva, en estados Unidos desde Reagan hasta hoy, el Presidente solo ha 
aumentado su capacidad de control sobre la burocracia. en una época el sistema de 
56  ibid., p. 2278.
57  Blumstein (2001) p. 853.
58  Kagan (2001) p. 2288. 
59  Blumstein (2001) p. 853.
60  ackerman (2010) p. 198.
61  Coglianese (2010) p. 638.
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centralización se utilizó para implementar una política de desregulación, pero las 
mismas herramientas -aunque con breves variaciones- han servido para iniciar una 
nueva política regulatoria durante los gobiernos demócratas. Desde la academia hay 
quienes apoyan una figura presidencial con plenas facultades para controlar y dirigir la 
actividad administrativa, como también aquellos que piensan que tal poder ha llegado 
a constituir una amenaza para el sistema democrático, llegando a ser contrario a la 
tradición constitucional estadounidense.
en una primera posición se encuentran autores como eric Posner y adrian vermule.62 
Para ellos la concentración del poder en el ejecutivo sería inevitable y producto de la 
complejidad del desarrollo del estado. argumentan contra lo que llaman la “falacia 
liberal” que pretende lograr el control del ejecutivo a través del principio de legalidad 
y la separación de poderes,63 y consideran que los verdaderos controles del ejecutivo 
(y de la Presidencia) se encuentran en la opinión pública y la política. Para ellos, sería 
el propio estado administrador el que generaría una población robusta y educada que 
ejercería un control efectivo sobre sus representantes. 
Por su parte, otros profesores, entre de los que se encuentra Cass sunstein -actual 
administrador del OiRa-, sostienen que el Presidente está en una mejor posición 
para coordinar y centralizar el proceso regulatorio, pero que tales poderes no derivan 
de una interpretación originalista de la Constitución, sino que se desprenden de las 
funciones que ha asumido la nueva administración y cómo esta ha evolucionado en el 
tiempo. Por ello, no sería posible ni deseable dejar a ciertas agencias fuera del control 
del Presidente, ya que se toman decisiones políticas y no solo técnicas.64
Una tercera línea de opinión se manifiesta pesimista.65 en este sentido, Bruce ackerman 
advierte que la presidencia estadounidense se ha convertido en la presidencia imperial,66 
por el extremismo carismático, la burocracia politizada, y el constitucionalismo ejecu-
tivo que se ha desarrollado.67 esta forma de interpretar la Constitución para favorecer 
la expansión del poder presidencial se sustenta en ciertas prácticas institucionales en 
el seno de la Presidencia que le permiten convertirse en un poder incluso desafiante 
del rol tradicional de la Corte suprema. el constitucionalismo ejecutivo se basa en 
la importancia que han desarrollado oficinas de apoyo legal al Presidente, como la 
Office of Legal Counsel (OLC) y el White Office Counsel. Por ejemplo, las opiniones 
emitidas por la OLC han pasado a convertirse -en la práctica y legitimadas por la co-
62  Posner y vermule (2010). también en esta línea se destaca el trabajo de Calabresi y Yoo (2008).
63  se argumenta que en el moderno estado administrativo el ejecutivo gobierna sujeto a limitaciones legales que 
tambalean en tiempos normales y definitivamente son débiles o inexistentes en épocas de crisis. el error del libe-
ralismo legalista sería igualar la idea de la limitación al poder con su limitación a través de la ley. siguiendo los 
autores a Carl schmitt, argumentan que la legalidad y la legitimidad divergen en tiempos de crisis y la legitimidad 
prevalece, y sería lo que finalmente determina la autoridad y el poder en el estado administrador.
64  Lessig y sunstein (1994) pp. 118-119.
65  ackerman (2010), strauss (2007).
66  así denominó a la institución presidencial estadounidense arthur M. schlesinger Jr. en su libro The imperial 
Presidency de 1973, citado en: ackerman (2010) p. 188.
67  ackerman (2010) p. 88 y ss. 
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munidad jurídica- en fuente del Derecho.68 todo este conjunto de circunstancias que 
se desarrollarían en el aparato ejecutivo estadounidense estaría vulnerando una de sus 
tradiciones constitucionales más representativas, que implica que los cambios radicales 
solo pueden darse a través de discusiones entre los poderes del estado que toman largo 
tiempo. sin embargo, esta nueva presidencia se ha transformado en el “gran acelerador 
constitucional” imponiendo cambios radicales, junto a una institucionalidad encargada 
de fundamentar la legitimidad de su actuar. 
6. Conclusiones
Frente a la complejidad creciente que adquiere la administración, y las poderosas 
atribuciones que maneja el Presidente de la República en Chile, el necesario control, 
evaluación y coordinación de los planes, programas y políticas, debe ser llevado a cabo 
bajo procedimientos definidos y transparentes, con el fin de involucrar a todos los 
interesados y llevar adelante el buen gobierno. 
Pero permanece la duda sobre las bondades que traería una mayor centralización den-
tro del gobierno. Quizás ha llegado el momento para que se diga “la administración 
necesita ayuda” y pensar en la formulación de un organismo capaz de orientar la acción 
administrativa, considerando la unidad del Gobierno, o reordenar las atribuciones 
existentes. Un Centro de Gobierno confuso, con superposición de funciones, pero a la 
vez manejando tal cantidad de poder, se presta para diluir responsabilidades, aumentar 
la carga de información (ineficiencia), opacar la función pública y para que surjan 
prácticas ajenas a la institucionalidad legal. 
el caso de estados Unidos es paradigmático por el nivel que ha alcanzado la centraliza-
ción presidencial. el Presidente ha pasado de ser un controlador de la política pública a 
decidirla, incluso en casos donde se han previsto esferas que -en teoría- deberían estar 
ajenas a su ámbito de influencia (agencias independientes). sin embargo, cabe destacar 
el proceso de aumento del poder presidencial a lo largo del tiempo, y que dicho poder 
ha servido tanto para desmontar regulaciones (y servir al estado neoliberal) como para 
restaurarlas (llegando al denominado estado regulador). Como señala Kagan, quienes 
defendían un sistema centralizado de revisión y evaluación de las regulaciones, tanto 
de agencias dependientes como independientes, destacaban la necesidad de superar las 
fallas de la regulación provocadas por la captura del regulador por parte de los grupos de 
interés, lo que se traducía finalmente en mayores costos y peores políticas para el interés 
general. Pero al mismo peligro de captura está sometida la presidencia, y la excesiva 
centralización podría ser el peor remedio para curar la enfermedad, considerando que 
sin un adecuado equilibrio se corre el riesgo de estar legitimando la institucionalidad 
para una Presidencia Imperial.
68  ibid. p. 96.
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 Finalmente, hay un tema que si bien es fundamental para un completo análisis de 
los mecanismos de control de la burocracia, excede el ámbito de este trabajo. se trata 
del rol de la ciudadanía en el desarrollo del buen gobierno, ya que este exige que se 
implementen procedimientos que involucren la participación de los ciudadanos, con 
el fin de hacer efectivos los principios constitucionales de transparencia, participación 
y responsabilidad política, así como de justicia, imparcialidad, probidad y racionalidad 
en la toma de decisiones de interés público. 
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